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///la ciudad de San Isidro, a los 6 días del mes de junio de dos mil seis, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, doctores DANIEL MALAMUD y JUAN IGNACIO KRAUSE, en los términos del art. 47 de la ley 5827 para dictar sentencia interlocutoria en el juicio: “Valente, Juan Carlos c/ Valle Claro S.A. s/ ejecutivo”; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Krause y Malamud, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

        
C U E S T I O N E S
    1ª ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

          V O T A C I O N

A la primera cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:

1º) La sentencia de fs. 212/216 rechazó las excepciones de inhabilidad de título y prescripción, desestimó el planteo de inconstitucionalidad articulado y, mandó llevar adelante la ejecución promovida por Juan Carlos Valente contra Valle Claro S.A.

La sentencia es apelada por la demandada conforme los agravios de fs. 227/233 y por la actora de acuerdo a los de 235/237 respondidos a fs. 239/242.  

2º) Opuso la ejecutada la excepción de inhabilidad de título en razón de que ninguno de los cheques que se pretenden ejecutar fueron presentados el cobro. La sra. Juez “aquo” mandó llevar adelante la ejecución por considerar que la normativa de emergencia dictada con anterioridad a la fecha de vencimiento de los cheques, constituyó un obstáculo insalvable para su presentación al cobro dándose, así, la situación prevista por los arts. 26 y 27 de la ley 24.452. 

Se agravia la recurrente por entender que, pese a la normativa de emergencia, los cheques debieron ser igualmente presentadas al cobro.

No le asiste razón.

En efecto, La exigencia de presentación del cheque al cobro, para que no se vea perjudicada su fuerza ejecutiva, está prevista en el art. 38 de la ley, aplicándose a los cheques de pago diferido (tal el caso de autos) la normativa especifica de los arts. 54 y ss. de la ley 24.452. La constancia de rechazo consignada por el girado produce el efecto del protesto.

No obstante el art. 25 de la ley 24.452 dispone que, cuando la presentación al cobro en el plazo legal fuere impedida por un obstáculo insalvable (prescripción legal de un Estado cualquiera u otro caso de fuerza mayor), los plazos de presentación quedan prorrogados (art. 26) o, si tal situación dura más de treinta  días la acción de regreso puede ejercitarse sin necesidad de presentación al cobro (art. 27). Resulta una causal de fuerza mayor comprensiva del caso fortuito. Debe tratarse de un hecho de carácter general que haya impedido el funcionamiento normal de la actividad bancaria (Villegas, “La nueva ley de cheques”, pág. 203/4).

En el caso tal como lo ha decidido la sentenciante (fs. 212vta./213), y lo admitiera la demandada recurrente (fs. 228), los saldos de cuentas corrientes en moneda extranjera –incluidas las especiales para personas jurídicas- quedaron comprendidos en el régimen de reprogramación de depósitos, excepto que, si el titular era una persona jurídica (tal el caso), hubiese optado por transferir total o parcialmente el saldo a una cuenta corriente en pesos en la misma entidad convertido a razón de $ 1,40 por dólar (Comunicaciones A 3426, 3437 y 3442 del BCRA). Si bien no surge de autos si tal opción fue o no efectuada por la demandada recurrente, lo cierto es que, cualquiera fuera el caso –pesificación del saldo de la cuenta corriente o reprogramación- el banco girado se encontraba en la imposibilidad de cumplir con el pago de un cheque expresado en dólares estadounidenses.

 Así entonces si bien, a la fecha de vencimiento de las cheques ejecutados, los bancos funcionaban (Comunicaciones A 3421, 3422, 3424, 3459, 3460, 3571 y 3576 del B.C.R.A.), en virtud de la normativa de emergencia vigente, ya en aquel momento, no podían ser pagados porque la cuenta corriente de la demandada, contra la cual habían sido librados, había sido pesificada o reprogramada; y siendo que es esencia del cheque ser una orden de pago, tal como lo decidiera la sentenciante, cabe asimilar tal situación a la prevista por el art. 26 de la ley de cheques. Y, como la misma se mantuvo luego de vencidos los plazos establecidos por el art. 25, la acción de regreso puede ejercitarse sin necesidad de presentación al cobro (art. 27 de la ley de cheques; Cám. Primera Civ. y Comercial de La Plata, Sala I, causa 233948 del 4-11-99). Cabe destacar al respecto que la prorroga es automática y está otorgada por la ley; no es menester para su operatividad la declaración que al respecto la ley puso a cargo del Banco Central de la República Argentina (art. 66 inc. 2º de la ley 24.452; Villegas, Carlos, “op cit” pág. 295), ni –menos aun- la constancia del rechazo bancario por fuerza mayor al momento de presentación del cheque (Comunicación “A” 3.244 del B.C.R.A., pub. B. Oficial del 20-4-2001; OPASI.2-251, art. 6.1.3.2), puesto que de lo que se trata es –precisamente- del derecho del beneficiario a no presentarlo cuando la fuerza mayor se extiende en los términos previstos por el art. 27 de la ley 24.452.

No obsta a ello que, tal como lo señala la apelante en sus agravios, el art. 2 de la resolución 23/2002 del Ministerio de Economía (Comunicación “A” 3443 del B.C.R.A.) dispusiera –en lo pertinente-, que los cheques de mostrador y de pago financiero emitidos en dólares estadounidenses, correspondientes a movimientos contra cuentas de clientes efectuados hasta el 3 de enero de 2002, y que, a la fecha de dicha comunicación (21 de enero del mismo año) no hubieran sido efectivizados, podían ser canjeados por las entidades emisoras por documentos similares emitidos en pesos convertidos a $ 1,40 equivalente a un dólar. Al respecto he de destacar que la posibilidad de canje prevista nada tiene que ver con la presentación al cobro a que se refiere el art. 38 de la ley 24.452 y de la cual se encontró eximido el ejecutante conforme el art. 27. Por otra parte no se trata en el caso ni de cheques financieros, ni de cheques de mostrador, ni de cheques cancelatorios. Por último al argumento traído en este sentido en los agravios no fue puesto a consideración de la sentenciante y como tal es inatendible ante esta Alzada (art. 272 del C.P.C.). 

No empece tampoco a lo resuelto la falta del aviso previsto por el art. 26 de la ley de cheques porque, tal situación no produce la caducidad de las acciones, sino que hace responsable, a quien omitió darlo, por los perjuicios causados por su incumplimiento (art. 39 de la ley; Villegas, obra citada, pág. 207; Causa 92257 del 19-12-02 de esta Sala).

En cuanto al agravio referido a que la sra. Juez “a-quo” hace lugar a la ejecución de documentos no protestados no corresponde abordar su tratamiento pues, como ya lo dijera, no puede sustentarse un recurso en la omisión de resolver una cuestión que no fue sometida a decisión del juez (arts. 272 y 273 del C.P.C.C.; causa 54.422 del 3-9-1991); al interponer la recurrente la excepción de inhabilidad de título a fs. 156/158, ninguna referencia hizo a la falta de protesto notarial.

Ha de confirmarse, pues, la sentencia en el aspecto analizado. 

3) Ambas partes, desde sus encontrados puntos de vista, se agravian por el momento a partir del cual dispuso la sentenciante debía computarse el curso de los intereses.

Dispuso la sra. Juez “a-quo” que ello debía ocurrir desde que fuera recepcionada la carta documento de fs. 10, es decir, desde el 2 de noviembre de 2002.

Prescribe el art. 41 inc 2º que, los intereses deben correr a partir de la presentación al cobro y, dado que ello no fue posible ni necesario en el presente; y que, se trata de intereses moratorios, éstos deben computarse desde la fecha en que lo estableció la sentenciante pues, tal como lo dejara ella sentado, resulta ser la fecha en la que se le requirió fehacientemente el pago de la deuda pendiente (art. 509 del C.P.C.).

Voto por la afirmativa. 

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Malamud, por iguales consideraciones, votó también por la afirmativa.
A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:
Dada la forma como se ha resuelto la cuestión anterior; corresponde confirmar la sentencia apelada en todo lo que decide y ha sido materia de agravio. Las costas devengadas ante esta Alzada se imponen a la demandada vencida (art. 68 del C.P.C.) a cuyo fin se difiere la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 de la ley 8904). 

ASI LO VOTO
A la misma cuestión el señor Juez doctor Malamud, por iguales motivos votó en el mismo sentido.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:
           S E N T E N C I A
POR ELLO, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo: se confirma la sentencia apelada en todo lo que decide y ha sido materia de agravio. Las costas devengadas ante esta Alzada se imponen a la demandada vencida (art. 68 del C.P.C.) a cuyo fin se difiere la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 de la ley 8904). 

Regístrese y devuélvase.

